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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa. 

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece NDA Services Corp. (NDA o patrono) y 

nos solicita que revoquemos la Resolución emitida el 2 

de junio de 2016
1
 por la Oficina de Apelaciones ante el 

Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos (Secretario). Mediante dicha Resolución, se 

confirmó la Resolución del Árbitro de la División de 

Apelaciones que determinó que la señora Arielis 

Laureano Rolón (señora Laureano) era elegible para 

recibir los beneficios de compensación por desempleo.  

Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, resolvemos desestimar el recurso 

presentado por falta de legitimación activa de NDA. 

I.  

El 8 de enero de 2015 la señora Laureano solicitó 

ante el Negociado se Seguridad de Empleo (el 

Negociado) los beneficios de compensación por 

                                                 
1
 debidamente notificada y archivada el mismo día. 
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desempleo. El 24 de diciembre de 2015 el Negociado 

determinó denegar la solicitud de la señora Laureano. 

A raíz de ello, la señora Laureano impugno dicha 

determinación ante el Árbitro de la División de 

Apelaciones la cual revocó la denegatoria inicial 

hecha por el Negociado. 

Así las cosas, NDA presentó una apelación el 7 de 

marzo de 2016 ante la Oficina de Apelaciones del 

Secretario, impugnando dicha determinación. El patrono 

planteo que la señora Laureano había incurrido en 

conducta incorrecta en el desempeño de su trabajo, por 

lo que eso la hacía inelegible para recibir los 

beneficios de desempleo. Dicho foro celebró vista 

administrativa y el 2 de junio de 2016 emitió una 

Resolución confirmado la determinación de la División 

de Apelaciones. La Oficina de Apelaciones del 

Secretario determinó que la señora Laureano no había 

incurrido en conducta incorrecta y que no procedía 

denegarle el beneficio del seguro por desempleo bajo 

los parámetros de la Ley de Seguridad de Empleo de 

Puerto Rico de Puerto Rico, 29 LPRA sec. 701 et. sep.  

 Inconforme, el patrono acude ante nosotros para 

señalar que la Oficina de Apelaciones cometio los 

siguientes errores: 

Erró la Oficina de Apelaciones del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

al haber confirmado la decisión de 

elegibilidad de la Árbitro a pesar de que la 

misma no se sostiene con la prueba desfilada 

en la vista.  

 

Erró la Oficina de Apelaciones del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

al haber confirmado la decisión de 

elegibilidad de la Árbitro a pesar de que en 

la vista se demostró la conducta incorrecta 
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incurrida por la Sra. Laureano que, la cual 

tuvo como consecuencia su despido.  

 

Erró la Oficina de Apelaciones del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos 

al haber confirmado la decisión de 

elegibilidad de la Árbitro a pesar de que en 

la vista celebrada la misma se negó a 

admitir la evidencia ofrecida por el patrono 

sobre violaciones previas incurridas por la 

Sra. Laureano.  

 

II. 

 

La Ley de Seguridad de Empleo, supra, creó el 

Negociado con el propósito de promover la seguridad de 

los puestos de empleo y facilitar las oportunidades de 

trabajo, por medio del mantenimiento de un sistema de 

oficinas públicas de empleo, y de proveer para el pago 

de una compensación a las personas desempleadas, por 

medio de la acumulación de reservas. 29 LPRA sec. 701. 

La referida Ley se adoptó como una medida par evitar 

los males del desempleo y aliviar la carga que este 

produce sobre el trabajador desempleado y su familia, 

mientras se le ayuda a colocarse nuevamente en la 

fuerza laboral. La Ley de Seguridad de Empleo adoptó 

una medida remedial con propósitos reparadores, por lo 

que debe ser interpretada liberalmente para así 

cumplir con su fin de promover la seguridad de empleo. 

Avon Products, Inc. v. Secretario del Trabajo, 150 DPR 

803, 807-808 (1977).  

La evaluación de la solicitud de beneficios y del 

cumplimiento de los criterios de elegibilidad bajo la 

citada ley corresponde exclusivamente al Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos, por medio del 

Negociado. Si el reclamante no está de acuerdo con 

esta determinación inicial, puede apelar ante un 
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árbitro, quien celebrará una audiencia evidenciaria en 

la que participarán las personas con derecho a recibir 

notificación de la determinación. 29 LPRA sec. 

706(b)(c). Celebrada la vista y emitido y notificado 

el dictamen del árbitro, “[c]omo cuestión de derecho 

se concederá una apelación por cualquier parte ante el 

Secretario si la decisión del árbitro hubiere revocado 

o modificado la determinación del Director, o si se 

presentare alguna cuestión basada en las cláusulas (6) 

o (7) de la sec. 704 (b) de este título”. 29 LPRA sec. 

706 (f). La decisión del Secretario será final, a no 

ser que las partes soliciten su reconsideración o 

interpongan un recurso de revisión judicial dentro del 

término jurisdiccional dispuesto para ello. 29 LPRA 

sec. 706 (i).  

Ya se ha cuestionado si existe un impedimento 

jurisdiccional claro y contundente que excluya al 

patrono de este proceso de revisión judicial. Como 

vemos, en lo que atañe al asunto jurisdiccional, el 

patrono no es propiamente parte en estos procesos, 

aunque el Secretario le permita participar para 

oponerse a la concesión del beneficio. No obstante, 

esa laxitud en los procesos administrativos, que 

permite que los patronos intervengan en los procesos 

para fijar la elegibilidad de un exempleado para 

recibir los beneficios del desempleo, no los convierte 

en “parte” con derecho a pedir la revisión judicial de 

la decisión de interés social que beneficia a un 

obrero que perdió su fuente regular de ingreso. 

Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 DPR 452 
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(1996).  En éste caso nuestro Tribunal Supremo, 

explicó: 

La comparecencia del patrono al procedimiento 

administrativo ante el Negociado no fue en calidad de 

parte ni a modo contencioso adversativo, sino como 

testigo en cumplimiento de una citación del Negociado 

de Seguridad de Empleo en virtud de la Sec. 15(c) de 

la Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico, 29 

L.P.R.A. sec. 715(c).  A pesar de que el patrono 

disfruta del derecho a ser notificado sobre los 

procesos que impliquen a un ex empleado, esto no lo 

convierte en parte. 

 

En tal sentido, toda persona que cuestione la 

actuación de una agencia administrativa mediante un 

recurso de revisión judicial tiene que demostrar que 

goza la legitimación activa a base de las 

disposiciones de la sec. 4.2 de la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU), Ley Núm. 

170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2172. Esta 

dispone, en lo pertinete, que una parte adversamente 

afectada por una orden o resolución final de una 

agencia, y que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el organismo 

administrativo apelativo correspondiente, tiene 

legitimación activa para presentar el recurso de 

revisión judicial tiene que (1) ser parte y (2) que la 

decisión de la agencia le haya afectado de manera 

adversa. Fund. Surfrider y otros v. ARPE, 178 DPR 563 

(2010).  

Para fines de la revisión judicial es “parte” el 

promovido o el promovente, y las personas naturales o 

jurídicos que previa solicitud formal al efecto, 

mediante el mecanismo de intervención, la agencia las 

hizo partes. JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero 

Badillo, 177 DPR 177 (2009). El Tribunal Supremo ha 
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pautado que la frase “adversamente afectada” significa 

que “la parte recurrente tiene un interés sustancial 

en la controversia porque sufre o sufrirá una lesión o 

daño particular que es causado por la acción 

adminsitrativa que se impugna mediante el recurso de 

revisión judicial. En tal virtud, el daño tiene que 

ser claro, específico y no puede ser abstracto, 

hipotético o especulativo.” Mun. Aguada v. Junta de 

Calidad Ambiental, 2014 TSPR 7, pág. 13.  

Por ello, es imperativo que el recurrente 

satisfaga el requisito de legitimación al presentar el 

recurso de revisión judicial. D. Fernández Quiñones, 

Derecho administrativo y Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme, 2da ed., Colombia, Ed. Forum, 

2001, a la pág. 500. La legitimación necesaria para 

presentar el recurso de revisión debe distinguirse de 

la legitimación requerida para participar en la 

agencia administrativa, puesto que “el hecho de haber 

participado en el proceso administrativo no les 

asegura que posean legitimación necesaria y requerida 

para la intervención judicial”. Fernández Quiñones, 

id., pág. 500. Fund. Surfrider y otros v. ARPE, supra, 

pág. 574. En fin, quien pretenda mover la maquinaria 

judicial para que le tribunal revise una determinación 

de una agencia tiene el peso de probar su legitimación 

en todas las etapas. Esta se demuestra mediante la 

alegación de hechos que permitan al foro judicial 

constatar que es parte adversamente afectada por la 

decisión que se impugna. Mun. Aguada v. Junta de 

Calidad Ambiental, supra.  
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III. 

Resulta indispensable atender el aspecto 

jurisdiccional que presenta el caso de epígrafe. A 

base del marco de derecho antes discutido, se ha 

negado que el patrono tenga legitimación activa para 

incoar un recurso de revisión judicial contra una 

determinación del Secretario, que haya concedido un 

remedio al amparo de la Ley de Seguridad de Empleo. 

Así pues, se ha afirmado que las partes legitimadas 

para interponer dicho recurso bajo esa legislación son 

el empleado y el Negociado, salvo que la controversia 

gire en torno a si el servicio prestado por el 

reclamante constituye “trabajo asegurado”. 29 LPRA 

sec. 706 (b).  

Puntualizamos que nuestro más Alto Foro ha 

afirmado categóricamente que aunque el patrono tiene 

derecho a ser notificado sobre los proceso que se 

refieran a los reclamos de elegibilidad de un 

exempleado, “esto no lo convierte en parte” del 

proceso administrativo. Acevedo v. Western Digital 

Caribe, Inc., supra.  

El patrono aquí recurrente carece de legitimacion 

activa para impugnar mediante un recurso de revisón 

judicial las determinaciones finales del Secretario. 

El patrono en este caso no es parte y no ha alegado, y 

mucho menos demostrado, haber sufrido un efecto 

adverso real por la decisión incurrida. Por lo tanto, 

en la medida en que la parte recurrente carece de 

legitimación activa por no ser parte adversamente 
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afectada, carecemos de jurisdicción para entrar en los 

méritos del presente recurso.  

IV. 

 Por los fundamentos expuestos, se desestima el 

recurso presentado por falta de legitimación activa 

del patrono.    

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


